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Libertad, igualdad y respeto 
Mesas de diálogo 
sobre valores 
democráticos 


La libertad, la igualdad y el respeto son tres valores 
fundamentales de la democracia. Por eso, ellos son los ejes 
temáticos de las Mesas de Diálogo que organizan la Corte 
Nacional Electoral y las Cortes Departamentales Electorales 
en todo el país, 


En efecto, en los meses de octubre y noviembre de 2006, 
el Área de Educación Ciudadana del organismo electoral 
viene realizando esta actividad en 22 ciudades intermedias 
de los nueve departamentos. Las Mesas de Diálogo están 
concebidas como espacios de información, formación, 
reflexión y debate sobre los valores democráticos, con el 


objetivo de generar espacios de convergencia que promuevan 
acciones y propuestas de distintos sectores sociales y/o 
institucionales para desarrollar y consolidar una cultura 
democrática. 


En cada Mesa de Diálogo participan entre 40 y 50 personas 
representativas de las instituciones y de la sociedad de las 
poblaciones donde se realizan. En intensas jornadas que 
duran un promedio de seis horas, a través de una metodología 
participativa, los asistentes reflexionan y profundizan sus 
conocimientos sobre valores democráticos, en el marco de 
las experiencias concretas de su ámbito social e institucional 
y proponen acciones específicas de promoción de estos 
valores en sus entornos inmediatos. 


Un seminario-taller, realizado en la ciudad de La Paz en 
el mes de septiembre, en el que participaron los técnicos y 
asistentes de Educación Ciudadana de las nueve Cortes 
Electorales y funcionarios de la Dirección 
de Educación Ciudadana de la Corte Nacional Electoral, fue 
el espacio propicio para el diseño participativo de los 
contenidos, las metodologías y los aspectos logísticos de esta 
ividad. 


49] Las Mesas de Diálogo forman parte de las 

actividades de educación ciudadana 

o que realizan la Corte Nacional Electoral y las 

Cortes Departamentales Electorales orientadas 

a la promoción y el desarrollo de la cultura 

democrática en diversos sectores de la población, 

Estas actividades incluyen también, hasta fin de 

pao | año, la realización de ferias estudiantiles en las 

pa | capitales de departamento y en ciudades 

2... intermedias y una caravana teatral que recorrerá 
LJ O diversas poblaciones rurales del país. 
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Noticias 


Los valores democráticos 


La libertad, la igualdad y el respeto, como valores democráticos, 
son ideales sociales, un horizonte que debe dar sentido a las 
prácticas de la colectividad, no solamente en los ámbitos y en 
las actuaciones públicas, como la vida política e institucional, 
sino también en las prácticas cotidianas en todos los ámbitos, 
como la escuela, el trabajo y la familia. En esa medida, son 
puntos de referencia a los que la sociedad aspira a acercarse 
cada vez más. 


Pero esos valores, en la construcción de una sociedad 
democrática y del Estado de derecho, no son sólo conceptos 
o postulados positivos e ideales, sino que se encarnan en normas 
de convivencia -como la Constitución Política del Estado y las 
leyes- que regulan y orientan las prácticas de los ciudadanos, 
y en instituciones que promueven su realización. Por ello, estos 
valores al mismo tiempo que generan derechos para los 
ciudadanos, que el Estado está en la obligación de garantizar, 
también generan obligaciones y deberes por parte de los 
ciudadanos. 


Pero, al mismo tiempo, esos ideales, esas normas y esas 
instituciones existen como parte de un proceso, de una historia 
que crea las condiciones para su mayor o menor realización. En 
ese sentido, los valores democráticos -su conocimiento y 
comprensión, su práctica y las acciones que los ciudadanos 
realizan como individuos y colectividad para su realización— 
están condicionados por los avances o retrocesos del proceso 
de construcción de una sociedad democrática. 
Está claro que la libertad, la igualdad y el respeto 
no tienen la misma significación ni alcance bajo 
un régimen autoritario que bajo uno democrático, 
Éste es el enfoque general que se propone 
como punto de partida a las 
Mesas de Diálogo. A partir 
de él, la actividad se 
propone propiciar 
la deliberación 

de los asistentes, 
el intercambio y 
la sistematización 
de sus expe- 
riencias propias 

y generar el es- 
pacio para la 
elaboración 
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Ciudadaníasocial 


Desde una perspectiva ampliamente 
aceptada, se entiende la ciudadanía social 
como el derecho que tienen los 
ciudadanos a gozar de un cierto nivel de 
vida mínimo, de bienestar y de seguri- 
dad económica. Este nivel mínimo debe 
ser proporcionado por un conjunto de 
derechos sociales y económicos a través 
de instituciones económicas, legales y 
sociales como el trabajo, el sistema 
educativo, la salud y la seguridad social, 
entre otros. 


La implantación de la ciudadanía 
socioeconómica en Bolivia, así entendida, 
recién comenzó ya entrado el siglo XX, 
con la Convención Nacional de 1938 y el 
texto constitucional que emergió de ella, 
más de un siglo después de la creación 
de la República. 


La Convención de 1938 fue un resultado 
de la crisis social y política provocada por 
la guerra del Chaco que enfrentó a Bolivia 
con el Paraguay (1932-1936) y expresó la 
emergencia de nuevas ideas y fuerzas 
políticas. Así, la Constitución Política del 
Estado que se plasmó en esa Convención 
incorporó el reconocimiento de las 
funciones estructurales del Estado en la 
economía, su intervención en las relacio- 
nes laborales y su responsabilidad en la 
producción del bienestar económico y 
social para el conjunto de los ciudadanos. 
Nombró, por primera vez, a las garantías 
individuales como derechos funda- 
mentales, instituyó y subordinó el ejerci- 
cio de los derechos al trabajo, comercio 
e industria a no perjudicar el "bien colec- 
tivo" y se desconoció cualquier tipo de 
servidumbre. 


El segundo momento importante para 
la ciudadanía socioeconómica es, sin lugar 
a dudas, la Revolución de 1952. Este 
proceso generó las condiciones para una 
ciudadanía más extensa y homogénea en 
el plano de los derechos civiles y políticos 


(la implementación del voto universal, por 
ejemplo), pero también en el plano de los 
derechos sociales y económicos. 


El Estado se convirtió, a través de la 
nacionalización de las grandes empresas 
mineras y de la creación de otras, en un 
generador de empleo y en un promotor 
de políticas de seguridad social y de 
fortalecimiento del derecho a la agrupa- 
ción de los trabajadores en sindicatos. 
Este derecho no sólo se extendió entre los 
trabajadores asalariados sino también, 
como forma de organización promovida 
desde el Estado, entre los campesinos 
que, por la Reforma Agraria de 1953, se 
convirtieron en pequeños propietarios. 


La Revolución, además, promovió 
políticas de integración social y cultural, 
como la Reforma Educativa que considera 
a la educación la como la más alta fun- 
ción del Estado. El Estado adquirió, así, 
la obligación de crear las condiciones para 
un acceso igualitario a la educación. 


El siguiente hito para la ciudadanía 
económica y social, aunque de un signo 
contrario a los dos anteriores, es la nueva 
política económica o programa de ajuste 
estructural que se implementó en el país a 
partir del Decreto Supremo 21060 
promulgado en agosto de 1985. Estas 
medidas cambiaron notablemente las 
relaciones entre el Estado, la sociedad, la 
economía y la política. El Estado, por 
ejemplo, dejó de ser un agente de la 
economía, la que quedó librada a las le- 
yes del mercado, al igual que las relacio- 
nes laborales. 


En el presente, los derechos sociales 
y económicos serán, sin duda, uno de los 
temas de discusión y acuerdo de la 
Asamblea Constituyente. El largo camino 
recorrido para su implantación en Bolivia, 
con sus logros y dificultades, configura, 
de hecho, el telón de fondo de esas 
deliberaciones. 
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Un recorrido por la historia La ciudadar 


La ciudadanía, sus definiciones, sus 
formas y sus alcances son temas de gran 
actualidad, La Cone Nacional Electoral 
ba encargado a especialistas en la 
materia una serie de investigaciones 
sobre los diversos aspectos de la 
ciudadanía en Bolivia. En ese marco, 
la socióloga Ivonne Farab se ba 
encargado de tratar el tema de la 
ciudadanía socioeconómica, 


En este número de Ágora ofrecemos 
un adelanto de esa investigación, Se 
trata de extractos que lten un 
recorrido por el desarrollo de la 
ciudadanía socioeconómica en la 
bistoria del país, marcando sus 
principales bitos y las características de 
esos avances. 


EL INICIO 


La historia republicana de nuestro 
país nos muestra, a lo largo del siglo 
XIX y avanzado el XX, cómo la per- 
tenencia a una comunidad sociopolí- 
tica y territorial no es condición 
suficiente para ser considerado ciu- 
dadano, ni siquiera en términos jurí- 
dicos o formales estrictos. Al parecer, 
el fracaso de las "leyes agrarias" de 
Bolívar para transformar temprana- 
mente las comunidades campesino- 
indígenas en múltiples unidades de 

como categoría 
de "propietario moderno"- fue factor 
preponderante para excluir a la inmen- 
sa mayoría de la población rural del 
país organizada en esas comunidades 
de la condición ciudadana. No se dio 
a la posesión comunitaria de la tierra 
la categoría jurídica de propiedad, 
además porque, en el ideario liberal, 
la propiedad que constituye al individuo 
es la privada. 


LA CONSTITUCIÓN DE 1938 


Habría que esperar más de un siglo, 
hasta que la Constitución Política del 


4 


Estado (CPE) de 1938 nos coloque al 
inicio de la construcción institucional 
de la ciudadanía socioeconómica en la 
historia de Bolivia. 


En efecto, la CPE de 1938 es la 
portadora de disposiciones normativas 
que sientan las bases para que bolivianos 
y bolivianas sean considerados porta- 
dores de derechos y obligaciones 
socioeconómicas de manera más 
equilibrada, extendiendo la ciudadanía 
y el alcance territorial del Estado, Al ser 
productos de una Convención amplia- 
mente representativa de la sociedad 
boliviana de entonces, los derechos y 
obligaciones inherentes a esta CPE 
expresaron una "voluntad común”, un 
real "pacto social" que favorecía la 
posibilidad de una mayor cohesión estatal. 
Aunque todavía las comunidades e 
indígenas estuvieron fuera del pacto, sus 
intereses y sus derechos socioeconó- 
micos fueron representados por primera 
vez en el debate constituyente. Se 
introdujo la garantía para la existencia 
legal de las comunidades indígenas, la 
necesidad de fomento a su educación y 
la promesa de una legislación indígena 
y agraria posterior (que se concretaría 
en la Reforma Agraria de 1953 y luego 
en la Ley INRA de 1996). 


La de 1938 fue una Constitución 
rupturista del dogma liberal de libre 
mercado, porque incorporó el reco- 
nocimiento de las funciones estructura- 
les del Estado en la economía, de su 
intervención política en las relaciones 
laborales y de sus responsabilidades en 
la producción del bienestar económico 
y social del conjunto de los ciudadanos. 


La Constitución de 1938 por primera 
vez nombró a las garantías individuales 
como derechos fundamentales, instituyó 
y subordinó el ejercicio de los derechos 
al trabajo, comercio e industria, a no 
perjudicar el "bien colectivo" y se des- 
conoció cualquier tipo de servidumbre. 


LA REVOLUCIÓN DE 1952 


Los procesos de la Revolución de 
1952 generaron importantes posi- 
bilidades para una ciudadanía más ex- 
tensa y homogénea social y terri- 
torialmente por la esperada gene- 
ralización de valores y relaciones capi- 
talistas en el marco de peculiaridades 
propias de la realidad social y por la 
ampliación de la demanda y oferta de 
trabajo asalariado. La demanda de 
empleo ahora provendría principalmente 
desde el propio Estado como propietario 
de las grandes empresas mineras 
nacionalizadas del altiplano boliviano 
y otras que se fueron creando; y desde 
la producción agraria privada de Santa 
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RA 
a socioeconómica en Bolivia 


Cruz que, en los 70, se convirtió en 
agroindustria, contando a su favor la 
escasa presencia de estructuras comu- 
nitarias en esta zona, a diferencia del 
altiplano, y los importantes flujos 
migratorios. 


La Reforma Agraria, por ley de 1953, 
reconoció las formas de posesión 
personal o familiar sobre la tierra e 
impulsó el derecho a la propiedad 
privada de la tierra mediante la 
parcelación de haciendas y latifundios 
privados y de las comunidades 
excluyendo, sin embargo, de este 
derecho a las mujeres. Este proceso 
habilitó a los indígenas campesinos, 
sus Organizaciones y movimiento para 


pactar directamente con el Estado del 
que habían recibido la tierra; promovió 
políticas de elevación de la producción 
para que las familias campesinas me- 
joren sus ingresos y su bienestar con 
una producción mercantil destinada y 
requerida por los crecientes mercados 
urbanos, principalmente de fuerza de 
trabajo. El Estado empezaba a cumplir 
su función de distribuidor único de la 
propiedad de la tierra con el desarrollo 
de las instituciones necesarias para el 
efecto, principalmente para productores 
campesinos fuera del empleo. 

Con la Revolución de 1952 se 
promueven además políticas de 
integración social y cultural, prin- 
cipalmente mediante la reforma 
educativa que considera la educación 
como la más alta función del Estado, 
obligado ahora a generar las condicio- 
nes de acceso igualitario y obligatorio 
de la población a la misma. 


En cuanto al trabajo, con la nacio- 
nalización de las minas, la creación de 
nuevas empresas privadas y estatales, 
el desarrollo de instituciones para la 
provisión de servicios educativos, de 
salud y seguridad social, el gobierno 
de la Revolución de 1952 fue formando 
sus políticas económicas de producción 
y creación de fuentes de trabajo. Con 
ello se fortaleció a la organización de 
los trabajadores se crearon condiciones 
para organizar las políticas sociales y, 
en conjunto, dar vigencia a los derechos 
sociales (protecciones) de una im- 
portante franja de la población tra- 
bajadora. La formalización de estos 
derechos dio origen al Código de 

idad Social, de diciembre de 1956, 
y al de Salud, de julio de 1958. 


EL DECRETO 21060 

La relativa "paz" que trajo el Estado 
Social, sin embargo, no pudo sostenerse 
demasiado tiempo por la exclusión de 
los sectores campesino-indígenas y 


mujeres no asalariados pero mayo- 
ritarios. La modalidad de la reforma 
agraria y la exclusión de las mujeres de 
la propiedad, al lado de la ausencia de 
una política de transformaciones 
productivas significativas del agro y la 
subsecuente falta de vinculación de la 
política educativa con la producción 
agraria, contribuyeron al empo- 
brecimiento de los productores cam- 
pesino-indígenas y de la propia tierra, 
que empujó a la migración y a la ma- 
yor exclusión de las mujeres de la 
propiedad. Por otro lado, la ciuda- 
danización indirecta de las mujeres de 
sectores medios urbanos, por la vía del 
empleo masculino y sus protecciones, 
se dio en condiciones de subordina- 
ción de género. 


El Decreto Supremo 21060, de 29 
de agosto de 1985, sobre la Nueva 
Política Económica (NPE), o programas 
de ajustes estructurales que impulsaron 
un reordenamiento del funcionamien- 
to global de la sociedad boliviana y de 
su economía en particular, iniciaron el 
desmontaje del Estado Social de 1952 
con la modificación de la calidad y 
sentido de las relaciones y desar- 
ticulaciones entre Estado-sociedad civil- 
economía-sistema político. Ello se 
produjo mediante un cambio radical de 
las funciones del Estado, la naturaleza 
de las políticas económicas, las 
transformaciones en la organización de 
la propiedad y la producción, en el 
mercado de trabajo principalmente. 


Los instrumentos políticos en esa 
dirección fueron diversos. En lo básico 
se trató de un giro drástico respecto 
del proceso de 1952, al cambiarse el 
núcleo y los mecanismos de dirección 
y control políticos sobre los procesos 
económicos internos, con la redistri- 
bución de la titularidad del capital 
estatal, el traslado simultáneo de esa 
dirección política desde el Estado hacia 
el mercado y la redefinición de los 
vínculos con el capital internacional. 
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Derechos socioeconómicos 


Desde el trabajo clásico de TH. Marshall (Ciudadanía 
y clase social, 1949) prevalece el entendimiento de la 
ciudadanía social como el "derecho de gozar de cierto 
nivel mínimo de vida, de bienestar y de seguridad 
económica", acorde con estándares prevalecientes en 
cada sociedad. Este modícum de bienestar debe ser 
proporcionado por un conjunto de derechos socio- 
económicos a través de instituciones económicas, 
legales y sociales tales como el trabajo, el sistema 
educativo, de salud y seguridad social, los mercados, 
y con los sistemas de propiedad sobre todo de medios 
productivos o de la riqueza social, 


Ciudadanía y economía 


Las instituciones de la ciudadanía social están asociadas 
con las de la distribución y redistribución 

del ingreso monetario y no monetario, recursos 
productivos (tierra, y otros), cono- 
cimiento, posición económica y política, y otros que 
tienen impactos en el bienestar, Esta ciudadanía se 
constituye, sin embargo, a partir de la inserción de las 
Sida (entendiendo que la economía 

r la unidad de los procesos de 
ción, cambio y consumo) donde 

los individuos empíricos se erigen como colectividades, 


Ciudadanía y relaciones 
sociales 


En el caso de la ciudadanía social, aun en el plano de 
la forma y norma jurídicas, los derechos sociales y 
económicos relaciones 


que le son inherentes nacen de 

sociales les que determinan también condicio- 
nes desiguales de reproducción cotidiana. Su 
preocupación misma por el bienestar material parte 
del reconocimiento 
a diversos niveles económicos de existencia en la 
sociedad, lo que es incompatible con la idea de igual- 
dad social originada en la misma pertenencia a una 
comunidad. Además, esa preocupación no instituye 
garantías sino obligaciones públicas como criterios 

asignación para 


Ideas 


umanos. Obligaciones que generan, a su vez, otras 
Perroni sociales como la tributación. 
En otras palabras, con estos derechos no hablamos de 
garantías a libertades, a la propiedad o de igualdad 
ante la ley, cd sr ra 
solamente crean al Estado obligaciones de respeto o 
garantía porque los individuos serian portadores de 
derechos que deben ser garantizados), sino de 
blasones públicas a prestaciones ficas que 
median la condición ciudadana. Eso significa que los 


que dan acceso al ejercicio de los 
derechos civiles y políticos, a ser individuos con 
derechos, valor y cierta autonomía 


Ciudadanía e igualdad 


la ciudadanía socioeconómica es una a para 
intentar un equilibrio entre las o e 
de la ciudadanía en general y aquéllas pla 
la diversidad de grupos o actores invo cos mel e 
situaciones de desigualdad moderna, en posiciones 
y subordinadas en la estructura de relaciones 
económicas y políticas que resultan de su 
funcionamiento, 


La ciudadanía socioeconómica debe tratar a las 
como componentes de grupos sujetos bp 
sociales que determinan sus modalidades 
de AO En Bolivia, esas relaciones se 
condensa Pc aca A y laborales, e 
amplitud den su alcance 
hace difícil la generalización gis de pros relación 
capitalista en la producción y reconstitución de un 
Estado social-liberal en sus términos clásicos. Por lo 
mismo, un desafío ineludible es imaginar cómo 
universalizar los postulados de la igualdad para las y 
los bolivianos no sólo en términos jurídicos sino 
también en términos reales y cómo avanzar hacia la 
generalización de la democracia para trascender los 
intereses individuales o corporativos actuales, en el 
marco de una estructura social compleja donde se 
combinan relaciones capitalis- 
tas, mercantiles, familia- 
res y comunitarias 
entre otras. 


Librero 


Auditoría a la democracia 
Mitchell A. Seligson, Abby B. Córdova, Juan Carlos Donoso, 
Daniel Moreno Morales, Diana Orcés y Vivian Schwarz Blum. 


Auditoría de la democracia. 
Informe Bolivia 2006. La Paz: 
USAID / LAPOP / Ciudadanía / 
Vanderbilt University / Encuestas 
y Estudios /UCB, 2006. 

Auditoría a la democracia es 
un estudio sobre las percepciones, 
expectativas, valores y actitudes 
de los bolivianos sobre el mundo 
político, en un momento en que 
este escenario ha sufrido sustan- 
ciales cambios. Forma parte de 
una serie de investigaciones que 
el Proyecto de Opinión Pública de 
América Latina de la Universidad 
de Vanderbilt, Estados Unidos, 
realiza en Bolivia desde 1998, El estudio utiliza encuestas que 
producen indicadores sobre opiniones, actitudes y valores políticos 
que son comparables a través del tiempo y con los que se 
obtienen en otros países latinoamericanos. 

La encuesta para esta Auditoría de la democracia en Bolivia 
se realizó en marzo de 2006 e incluyó aun total de 3.013 personas 
entrevistadas en áreas urbanas y rurales de todos los departamentos 
del país, hombres y mujeres mayores de 18 años, de diversas 
identificaciones étnicas, diferentes niveles educativos y con 
diferentes ocupaciones. Las entrevistas se realizaron en castellano, 
Do y aymara. 

El primer capítulo del libro explicita las condiciones metodológicas 
y técnicas del estudio. El segundo, analiza las distintas variantes 
de la autoidentificación de los bolivianos en su relación con la 
política nacional. Una de sus conclusiones dice; "El sentido de 
pertenencia a la comunidad política parece haberse incrementado 
en el país, este incremento es particularmente fuerte entre quienes 
se identifican como parte de algún pueblo indígena u originario. 
El momento de efervescencia política que vive Bolivia es una de 
las posibles causas de este incremento del sentido de nacionalidad, 
La identificación con una región o una cultura específica parece 
tener un efecto positivo en la el sentimiento de bolivianidad, al 
contrario de lo que podría suponerse.* 

El tercer capítulo se concentra en el tema de la tolerancia 
política. Al respecto, concluyen que los bolivianos "tienen niveles 
de tolerancia bajos en comparación con los ciudadanos de otros 
países de la región latinoamericana, refiriéndose como tolerancia 
política al respeto a los derechos de las personas que están en 
desacuerdo con el gobierno", Sin embargo, en 2006 se nota un 
ligero aumento general en los niveles de tolerancia. 

El cuarto capítulo toca un tema poco tratado en el estudio de 
la sociedad y la política bolivianas: el capital social. Las elecciones 
de 2005 constituyen el foco de atención del quinto capítulo que 
busca identificar las características de los votantes de los distintos 
partidos políticos, especialmente de los que votaron por el MAS. 
En tanto que en el sexto capítulo, el estudio se concentra en las 
percepciones y expectativas sobre la Asamblea Constituyente. 
Finalmente, el capítulo siete trata de la apoyo a las instituciones 
democráticas, destacándose el incremento de la confianza de los 
bolivianos en sus instituciones políticas, La Corte Nacional 
Electoral registra su punto máximo de confianza en 2006, tiene 
un puntaje de 50,9, tres puntos más que en la última medición 
(2004) y diez más que en la primera (1998). 
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PNUD: Niños. Niñas y adolescentes en Bolivia. 
4 millones de actores del desarrollo. Informe 
temático sobre Desarrollo Humano, La Paz: 
PNUD, 2006, 
Este informe temático de desarrollo humano 
elaborado por un equipo bajo la coordinación 
de George Gray Molina, propone tres puntos 
de quiebre respecto a los estudios, análisis y 
o políticas para la niñez y adolescencia de los 
— años recientes. Primero, reconoce a los niños, 
niñas y adolescentes como actores presentes del desarrollo; segundo, 
muestra que existen múltiples maneras de "ser niño" en Bolivia; y, 
tercero, plantea la necesidad de pasar del discurso a la acción. 


Andrés Tórrez Villa-Gómez, Martha Oviedo 
Aguilar y Orla de Diez: Asamblea 
Constituyente en Bolivia. Una visión diversa 
pero conjunta del país, La Paz: UCB / USAID 
/ 1DB / My? / Unidos en la Diversidad, 2006, 
El año 2004, las Maestrías para el Desarrollo 
de la Universidad Católica organizaron una 
simulación de la Asamblea Constituyente, Este 
volumen recoge y sistematiza esa experiencia. 
Los "constituyentes” elegidos para la simula- 
ción discutieron y llegaron a acuerdos para 
reformas al tipo de Estado, a los Derechos fundamentales, a la estructura 
y atribuciones de los Poderes del Estado, al régimen agrario y al de 
recursos del subsuelo, entre otros. 


Varios autores: El camino bacia el derecho 
de acceso a la información. Bolivia. Atlanta: 
The Carter Center, 2006. 

Durante tres años (2003-2006) el Centro Carter 
trabajó en Bolivia para apoyar el estable- 
cimiento de un régimen de acceso a la in- 
formación. Esta publicación responde a esa 
preocupación. Entre otros, Richard Calland 
es autor de "La inclusión del sector privado 
en le Ley de Acceso a la Información"; Alasdair 
Roberts contribuye con "El acceso a la 
información y las instituciones financieras internacionales" y José María 
Paz con "La estrategia de transparencia voluntaria en Bolivia, lecciones 
aprendidas en su implementación”. 


Varias autoras: Género, etnicidad y 
participación política. La Paz: Diakonía, 2006. 
Este volumen colectivo explora las relaciones 
entre género, etnicidad y participación política 
a través de tres investigaciones realizadas en 
la ciudad de El Alto, en el altiplano Norte y 
en la Chiquitanía. El volumen también recoge 
las ponencias y debates presentados a un 
seminario internacional sobre el tema organizado 
por Diakonía en junio de 2005 y una minuciosa 
y muy útil "Aproximación a un estado del arte: 
género, etnicidad y participación política 1996-2005" realizada por 
Virginia Ayllón. 
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electorales 


los organismos 


La autonomía de 


La décimo segunda conferencia de la Asociación de 
Organismos Electorales de América del Sur (Protocolo 
de Quito) se reunió en Santa Cruz de la Sierra entre el 
siete y el nueve de noviembre, Esta organización, una 
entidad no gubernamental cuya presidencia es ejercida 
actualmente por Bolivia, tiene el objetivo de servir de 
instrumento institucional para el intercambio de 
conocimientos y experiencias en pro del perfeccionamiento 
de los sistemas electorales, uno de los elementos para 
lograr regímenes auténticamente democráticos, 


En efecto, en la capital el departamento de Santa Cruz, 
se reunieron delegaciones de los organismos electorales 
sudamericanos para discutir y tomar acuerdos sobre sus 
áreas de interés, El tema establecido para esta conferencia 
q E6EE3>+ mm 
organismos: su autonomía e independencia 


A propósito, en un panel que se realizó en el marco de 
la conferencia, el Dr. Fernando Ojesto Martínez Porcado, 
magistrado del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación de México, desarrolló el tema "La autonomía 
funcional de los organismos electorales frente a los 
poderes del Estado"; por su parte, la ponencia del Dr. 
Torcuato Jardim, ex ministro del Tribunal Superior Electoral 
de Brasil trató sobre "La autonomía funcional de los 
organismos electorales frente a los partidos políticos y 
a la sociedad civil"; finalmente, la ponencia del Dr, Rafael 
Roncagliolo, sociólogo, periodista y profesor universitario 
del Perú versó sobre "La autonomía funcional de los 
organismos electorales frente a la opinión pública y los 
medios de comunicación". 


El Protocolo de Quito 


El Instituto Interamericano de Derechos Humanos (DH), 
a través del Centro de Asesoría y Promoción Electoral 
(CAPEL), ha apoyado los procesos democráticos del 
continente americano privilegiando el fortalecimiento de 
los organismo electorales a través de programas de 
asistencia técnica, de cooperación horizontal y de 
campañas cívicas para el desarrollo de la cultura política, 


En busca, precisamente, de ese fortalecimiento, el 
¡UDH/CAPEL promovió la constitución de tres 
organizaciones que aglutinan a la mayoría de los 
organismos electorales de América Latina. En 1985 se 
constituyó la Asociación de Organismos Electorales de 
Centroamérica y el Caribe (Protocolo de Tikal), en 1989 
se conformó la Asociación de Organismos Electorales de 
América del Sur (Protocolo de Quito) y en 1991 ambas 
asociaciones constituyeron la Unión Interamericana de 
Organismos Electorales. El IIDH/CAPEL funge como 
secretaría ejecutiva de las tres organizaciones, 


La primera conferencia de la Asociación de Organismos 
Electorales de América del Sur se realizó en Quito, capital 
del Ecuador, en 1989, donde se firmó su acta 
constitutiva: el Protocolo de Quito. Entre sus objetivos 
relacionada 


calidad de observadores de procesos electorales; formular 


GORA 


Evento 


recomendaciones de carácter general a los organismos 
miembros; y promover sistemas electorales seguros, 
eficientes y democráticos que garanticen la emisión del 
voto en forma libre, universal y secreta. 


La independencia de los órganos 
electorales 


El tema en torno al cual se reunieron los representantes 

de los organismos electorales de Sud América es de 

particular importancia: la autonomía y la independencia 

que, junto a la imparcialidad, constituyen los pilares de 
identidad 


su 


El tema, por una parte, obliga a recordar que hasta hace 
pocas décadas, la autonomía de los organismos electorales 
en la mayoría de los países latinoamericanos no se 
encontraba garantizada. Recuerda también que para 


independientes 
con el retorno a la vida democrática. 


En el caso del organismo electoral boliviano, su 
independencia recién se garantizó cuando el proceso 
democrático ya llevaba casi una década, En efecto, en 
1991, un acuerdo político entre los partidos del oficialismo 
y la oposición permitió el establecimiento de un organismo 
independiente, tanto de los poderes del Estado como de 
los partidos políticos. Es la oportunidad para recordar a 
su primer presidente, el Dr. Huáscar Cajías Kauffman, 
ahora que se cumple el décimo aniversario de su 


fallecimiento. 


Pero las amenazas a la independencia de los organismos 
electorales, si bien ahora son más lejanas que hace 


